
AUDIENCIA CONSTITUCIONAL.

En la ciudad de San Luis Potosí, San Luis Potosí, a las 

diez horas con treinta minutos del dieciocho de febrero 

de dos mil veintiuno, hora y fecha señaladas para la 

celebración de la audiencia constitucional, Laura Coria 
Martínez, Juez Octavo de Distrito en el Estado, asistida del 

secretario Diego Galeana Jiménez, que autoriza y da fe, 

la declara abierta sin la asistencia de las partes. Acto 

continuo, la Secretaría hace relación de las constancias 

que obran en autos. A lo anterior, la juez acuerda: 

Téngase por hecha la relación de constancias. Abierto el 
periodo probatorio, ténganse por admitidos y 

desahogados los documentos que las partes ofrecieron 

como medios de prueba y que obran agregados al 

expediente en que se actúa; al no haber diverso medio de 

prueba que desahogar se declara cerrado este periodo y 

se abre el de alegatos, en el que se hace constar que la 

parte quejosa no los formuló, por lo que se le tiene perdido 

el derecho para hacerlo con posterioridad; en cambio, se 

tienen por reproducidos los alegatos que hizo valer el 

representante social de la Federación adscrito, con lo que 

se concluye esta etapa procesal. En consecuencia, al no 

haber diligencias pendientes por desahogar, ni escrito que 

acordar, se declaran vistos los autos y se procede a dictar 

la sentencia correspondiente. 

VISTOS, para resolver, los autos del juicio de amparo 

649/2020-I, promovido por  *******  *****  ******** 

*******  **  **************  **  **  *****  **  *********  ** 

**  **  **,, contra actos del Secretario de Educación del 
Gobierno del Estado de San Luis Potosí y otras 
autoridades, que estimó violatorios en su perjuicio de los 

derechos fundamentales consagrados en los artículos 1º, 
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3º y 4°, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

RESULTANDO: 

PRIMERO. Mediante escrito presentado en la Oficina 

de Correspondencia Común adscrita a los Juzgados de 

Distrito en el Estado, el veintitrés de septiembre de dos mil 

veinte, el cual por razón de turno, al día siguiente, 

correspondió conocer a este juzgado,  *******  ***** 

********  *******  **  **************  **  **  *****  ** 

********* ** ** ** **, demandó el amparo y protección de 

la Justicia Federal contra los actos de las autoridades 

responsables Titular de la Secretaría de Educación 
Pública del Ejecutivo Federal, Gobernador del Estado 
de San Luis Potosí, Secretario de Educación Pública 
del Gobierno del Estado de San Luis Potosí y Titular de 
la Secretaria de Bienestar Social del Estado y/o 
Secretaria de Desarrollo Social y Regional del Estado 
de San Luis Potosí, los actos que hizo consistir en: 

- Falta de acciones afirmativas, traducidas en brindar 

el acceso de educación a la quejosa, quien es menor de 

edad y por las condiciones actuales en que se imparte la 

enseñanza, le resulta inaccesible su continuación, 

particularmente por no haber sido inscrita al segundo grado 

de la educación primaria a causa de la “COVID-19”, no 

obstante que su madre lo intentó; y, además, porque no 

cuenta con las herramientas tecnológicas (televisión, 

computadora, internet, entre otras), con las que 

actualmente se transmiten los programas educativos.

SEGUNDO. Mediante auto de veinticinco de 

septiembre de dos mil veinte, se admitió la demanda en 

sus términos, se solicitó informe justificado a las 

autoridades responsables, se dio al agente del Ministerio 
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Público de la Federación adscrito la intervención que le 

compete y se citó a las partes a la audiencia constitucional, 

la cual tuvo verificativo conforme al acta que antecede. 

CONSIDERANDO: 

PRIMERO (Competencia). Este Juzgado Octavo de 

Distrito en el Estado es legalmente competente para 

conocer del presente juicio de amparo, con apoyo en lo 

dispuesto en los artículos 1°, 103, fracción I y 107, fracción 

XII, de la Constitución General de la República, 1º, 33, 35, 

37 de la Ley de Amparo; 48, 144 y 145 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación, así como el Acuerdo 

General 3/2013, emitido por el Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la determinación del número 

y límites territoriales de los circuitos en que se divide el 

territorio de la República Mexicana. 

SEGUNDO (Fijación de actos). Con fundamento en 

el numeral 74, fracción I, de la ley de la materia, se 

procede a fijar los actos reclamados de manera clara y 

precisa, para lo cual se examinan íntegramente el escrito 

inicial de demanda, los conceptos de violación y demás 

constancias de autos, a fin de resolver la cuestión 

efectivamente planteada, de identificar la causa de pedir y 

con ello de respetar los principios de unidad, congruencia y 

continencia de la causa. 

Lo anterior se sostiene con la tesis de jurisprudencia 

número P./J. 40/2000 y la tesis número P. VI/20042, del 

Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, correspondientemente; y que dicen: 

“DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER 
INTERPRETADA EN SU INTEGRIDAD. Este Alto Tribunal, 
ha sustentado reiteradamente el criterio de que el juzgador 
debe interpretar el escrito de demanda en su integridad, 
con un sentido de liberalidad y no restrictivo, para 
determinar con exactitud la intención del promovente y, de 
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esta forma, armonizar los datos y los elementos que lo 
conforman, sin cambiar su alcance y contenido, a fin de 
impartir una recta administración de justicia al dictar una 
sentencia que contenga la fijación clara y precisa del acto o 
actos reclamados, conforme a lo dispuesto en el artículo 
77, fracción I, de la Ley de Amparo.” 

“ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU 
FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE 
AMPARO. El artículo 77, fracción I, de la Ley de Amparo 
establece que las sentencias que se dicten en el juicio de 
garantías deberán contener la fijación clara y precisa de los 
actos reclamados, así como la apreciación de las pruebas 
conducentes para tenerlos o no por demostrados; 
asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido el criterio de que para lograr tal fijación debe 
acudirse a la lectura íntegra de la demanda sin atender a 
los calificativos que en su enunciación se hagan sobre su 
constitucionalidad o inconstitucionalidad. Sin embargo, en 
algunos casos ello resulta insuficiente, por lo que los 
juzgadores de amparo deberán armonizar, además, los 
datos que emanen del escrito inicial de demanda, en un 
sentido que resulte congruente con todos sus elementos, e 
incluso con la totalidad de la información del expediente del 
juicio, atendiendo preferentemente al pensamiento e 
intencionalidad de su autor, descartando las precisiones 
que generen oscuridad o confusión. Esto es, el juzgador de 
amparo, al fijar los actos reclamados, deberá atender a lo 
que quiso decir el quejoso y no únicamente a lo que en 
apariencia dijo, pues sólo de esta manera se logra 
congruencia entre lo pretendido y lo resuelto.” 

En ese sentido, de la lectura integral de la demanda 

de amparo, se tienen como actos reclamados, en síntesis, 

los subsecuentes: 

I. La omisión de reinscribir a la menor al segundo 

grado de primaria de educación nivel básico, 

para el ciclo escolar 2020-2021.

II. La falta de acciones afirmativas para que la 

menor quejosa pueda acceder a la educación 

en igualdad de circunstancias, a propósito del 

programa de clases “APRENDE EN CASA II”, 

diseñado con motivo del virus SARS-CoV2 

(COVID-19); con sus debidas implicaciones, 

como son: el uso de herramientas tecnológicas; 
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esto es, contar con televisor, equipos de 

cómputo e internet. 

TERCERO (Certeza o inexistencia de actos). No 

son ciertos los actos reclamados a las autoridades 

responsables señaladas en el escrito inicial de demanda y 

precisadas en el resultando primero de esta decisión, con 
excepción de la Secretaría de Educación Pública de 
Gobierno del Estado de San Luis Potosí, pues así lo 

refirieron y además así se refiere de la consulta a sus 

informes de ley, sin que exista prueba en contrario que 

desvirtúe dicha negativa. 

Tales informes, tienen pleno valor probatorio en 

términos de los artículos 129, 197 y 202 del Código Federal 

de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley 

de Amparo, en términos del artículo 2º del último de los 

ordenamientos en comento. 

En tal virtud, ante la inexistencia de los actos 

reclamados al Titular de la Secretaría de Educación 
Pública del Ejecutivo Federal, Gobernador del Estado 
de San Luis Potosí y Titular de la Secretaria de 
Bienestar Social del Estado y/o Secretaria de 
Desarrollo Social y Regional del Estado de San Luis 
Potosí, sin prueba en contrario, con apoyo en el artículo 

63, fracción IV, de la Ley de Amparo, procede decretar el 

sobreseimiento en el presente juicio. 

Es aplicable al caso, la jurisprudencia emitida por el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en la página 305, del Apéndice al Semanario 

Judicial de la Federación 1917- septiembre 2011, Tomo II, 

Materia Común, Sexta Época, número de registro 1002350, 

que dice: 
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“INFORME JUSTIFICADO. NEGATIVA DE LOS 
ACTOS ATRIBUIDOS A LAS AUTORIDADES.- Si las 
responsables niegan los actos que se les atribuyen, y los 
quejosos no desvirtúan esta negativa, procede el 
sobreseimiento, en los términos de la fracción IV del 
artículo 74 de la Ley de Amparo”.

CUARTO (Certeza de actos). Por otra parte, son 

ciertos los actos reclamados precisados en el considerando 

segundo, reclamados a la diversa autoridad responsable 

Secretario de Educación Pública de Gobierno del Estado 

de San Luis Potosí, habida cuenta que así se desprende 

de su correspondiente informe de ley.

QUINTO (Causas de improcedencia). Acorde con 

los artículos 61 y 62 de la Ley de Amparo, previo al 

examen del fondo, es de oficio el análisis de la procedencia 

de la acción, lo aleguen o no las partes, por ser una 

cuestión de orden público y de estudio preferente. 

En la especie, respecto de la omisión de reinscripción 

al segundo grado de educación primaria, nivel básico, 

atribuido al Secretario de Educación Pública del 
Gobierno del Estado de San Luis Potosí, de oficio se 

considera que se actualiza la causal de improcedencia que 

se contiene en la fracción XXI del precepto 61 de la Ley de 

Amparo, al cesar los efectos de los actos reclamados. 

El dispositivo en que se sustenta la improcedencia 

dispone: 

“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:

… 

XXI.- Cuando hayan cesado los efectos del acto 
reclamado…” 

Al respecto, es de señalarse que los efectos de un 

acto reclamado cesan cuando la autoridad responsable lo 

deroga o revoca y esto da lugar a una situación idéntica a 

la que existía antes del nacimiento del acto que se 
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impugna; o también, cuando la autoridad, sin revocarlo o 

dejarlo insubsistente, constituye una situación jurídica que 

definitivamente destruye la que dio motivo al amparo y 

restituye a la quejosa en el goce del derecho violado. 

Ciertamente, la cesación de efectos del acto 

reclamado significa que la autoridad que lo emitió deja de 

afectar la esfera jurídica de la justiciable, lo que debe 

entenderse no sólo como la detención definitiva del acto de 

autoridad, sino la desaparición total de sus efectos, que 

puede verse acompañada o no de la insubsistencia misma 

de aquél, pues es patente que la razón que justifica la 

improcedencia de mérito no es la simple paralización del 

acto de autoridad, sino la ociosidad de examinar la 

constitucionalidad de un acto que ya no está surtiendo sus 

efectos, ni los surtirá y que no dejó huella alguna en la 

esfera jurídica del particular que amerite ser borrada por el 

otorgamiento de la protección de la Justicia Federal. 

En ese contexto, es claro advertir que la 

improcedencia de mérito está orientada por la imposibilidad 

de cristalizar el fin que justifica la existencia e importancia 

del juicio, que es el obtener la reparación constitucional a 

que se refiere el numeral 77 de la Ley de Amparo, que 

establece: 

“Artículo 77. Los efectos de la concesión del amparo 
serán: 

I. Cuando el acto reclamado sea de carácter positivo 
se restituirá al quejoso en el pleno goce del derecho 
violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban 
antes de la violación; y 

II. Cuando el acto reclamado sea de carácter 
negativo o implique una omisión, obligar a la autoridad 
responsable a respetar el derecho de que se trate y a 
cumplir lo que el mismo exija. 

En el último considerando de la sentencia que 
conceda el amparo, el juzgador deberá determinar con 
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precisión los efectos del mismo, especificando las medidas 
que las autoridades o particulares deban adoptar para 
asegurar su estricto cumplimiento y la restitución del 
quejoso en el goce del derecho. 

En asuntos del orden penal en que se reclame una 
orden de aprehensión o auto de vinculación a proceso en 
delitos que la ley no considere como graves, la sentencia 
que conceda el amparo surtirá efectos inmediatos, sin 
perjuicio de que pueda ser revocada mediante el recurso 
de revisión; salvo que se reclame el auto de vinculación a 
proceso y el amparo se conceda por vicios formales. 

En caso de que el efecto de la sentencia sea la 
libertad del quejoso, ésta se decretará bajo las medidas de 
aseguramiento que el órgano jurisdiccional estime 
necesarias, a fin de que el quejoso no evada la acción de 
la justicia. 

En todo caso, la sentencia surtirá sus efectos, cuando 
se declare ejecutoriada o cause estado por ministerio de 
ley”. 

Es decir, la restitución a la parte agraviada en el 

pleno goce del derecho vulnerado, restableciendo las 

cosas al estado que guardaban antes de la violación, 

cuando el acto reclamado sea de carácter positivo y, 

cuando sea de carácter negativo, el de obligar a la 

responsable a que actúe en el sentido de respetar la 

prerrogativa de que se trate y a cumplir, por su parte, lo 

que aquélla exija; por tanto, no existe motivo para la 

promoción y resolución del juicio de amparo, cuando no 

pueda alcanzar su objetivo protector, por haber 

desaparecido los efectos del acto impugnado, es decir, 

cuando por virtud de la cesación de esos efectos la 

reparación constitucional carezca de materia. 

Por consiguiente, la causal de improcedencia 

establecida en el ordinal 61, fracción XXI, de la Ley de 

Amparo, se actualiza cuando ante la existencia o 

insubsistencia de éste, todos sus efectos han desaparecido 

o se han destruido en forma inmediata, total e 

incondicional, se insiste, de modo tal que las cosas han 

D
IE

G
O

 G
A

L
E

A
N

A
 JIM

É
N

E
Z

70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.e4.7a
09/06/23 14:56:11

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



vuelto al estado que tenían antes de la violación 

constitucional reclamada, como si se hubiera otorgado el 

amparo, es decir, como si el acto no hubiere invadido la 

esfera jurídica del particular o habiéndola irrumpido, la 

cesación no deja ninguna huella. 

Lo anterior se sustenta en la jurisprudencia 2a./J. 

59/99, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

tomo IX, junio de mil novecientos noventa y nueve, página 

38, de rubro y texto siguiente: Resulta aplicable a los 

razonamientos que preceden el criterio jurisprudencial 

siguiente: 

“CESACIÓN DE EFECTOS EN AMPARO. ESTA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA SE ACTUALIZA CUANDO 
TODOS LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO SON 
DESTRUIDOS EN FORMA TOTAL E INCONDICIONAL. 
De la interpretación relacionada de lo dispuesto por los 
artículos 73, fracción XVI y 80 de la Ley de Amparo, se 
arriba a la convicción de que para que la causa de 
improcedencia del juicio de garantías consistente en la 
cesación de efectos del acto reclamado se surta, no basta 
que la autoridad responsable derogue o revoque tal acto, 
sino que es necesario que, aun sin hacerlo, destruya todos 
sus efectos en forma total e incondicional, de modo tal que 
las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la 
violación constitucional, como si se hubiera otorgado el 
amparo, es decir, como si el acto no hubiere invadido la 
esfera jurídica del particular, o habiéndola irrumpido, la 
cesación no deje ahí ninguna huella, puesto que la razón 
que justifica la improcedencia de mérito no es la simple 
paralización o destrucción del acto de autoridad, sino la 
ociosidad de examinar la constitucionalidad de un acto que 
ya no está surtiendo sus efectos, ni los surtirá, y que no 
dejó huella alguna en la esfera jurídica del particular que 
amerite ser borrada por el otorgamiento de la protección de 
la Justicia Federal”. 

En el asunto particular, la parte quejosa señaló como 

actos reclamados, entre otros, la omisión de reinscribir a la 

menor que representa, al segundo grado de primaria de 

educación nivel básico, para el ciclo escolar 2020-2021.
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No obstante, del informe justificado y anexos que en 

su oportunidad remitió la autoridad responsable, quedó 

acreditado que la menor fue reinscrita a la escuela donde 

precedentemente cursaba el primer año de educación 

primaria. 

Luego, si bien la responsable negó la existencia de 

esa omisión -lo cual podría dar lugar a pensar en la 

inexistencia de la misma- lo cierto es que los documentos 

en que se sustentó que la menor fue reinscrita, 

consistentes en capturas de pantalla a un sistema de la 

autoridad, indican que éstos pueden ser modificados en 

cualquier momento. 

Así, como los mismos contienen fecha de consulta de 

uno de octubre de dos mil veinte, sin que aparezca una de 

previo registro, pero sí que pueden ser modificados en 

cualquier momento; en consecuencia, se estima que la 

reinscripción aconteció con posterioridad a la presentación 

de la demanda de amparo, que fue el veintitrés de 

septiembre de dos mil veinte.

En esa situación, se tiene que se subsanaron las 

posibles violaciones cometidas en su perjuicio, y con ello, 

han desaparecido o se han destruido en forma total e 

incondicional de acuerdo con las formas y procedimientos 

que establece esta Ley (esto exclusivamente en lo que 

corresponde a la reinscripción). 

Entonces, se estima que por lo que hace a la omisión 

de reinscribir a la menor al segundo grado de educación 

primaria, nivel básico, las cosas volvieron al estado que 

tenían antes de las violaciones constitucionales 

cuestionadas, como si se hubiera otorgado el amparo, 

pues la pretensión de la parte quejosa era que se le 

reinscribiera, lo cual ya aconteció en la especie; de ahí, 
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que sea improcedente cualquier juicio biinstancial, pues se 

reitera, los efectos de los actos reprochados cesaron en el 

momento que la autoridad responsable le reinscribió. 

En esa línea de pensamiento, al actualizarse la 

causal de improcedencia comentada, en términos precepto 

61, fracción XXI, de la Ley de Amparo, de manera clara y 

sin inferirse de indicios o presunciones, lo procedente es 

decretar el sobreseimiento en este juicio de amparo por 

dicho acto reclamado, de acuerdo con la fracción V del 

dispositivo 63 de la Ley de Amparo. 

SEXTO (Estudio de fondo respecto de los actos 
restantes: La falta de acciones afirmativas para que la 
menor quejosa pueda acceder a la educación en 
igualdad de circunstancias, a propósito del programa 
de clases “APRENDE EN CASA II”, diseñado con 
motivo del virus SARS-CoV2 (COVID-19); con sus 
debidas implicaciones, como son: el uso de 
herramientas tecnológicas; esto es, contar con 
televisor, equipos de cómputo e internet). 

Consideración preliminar. Aún cuando en este 

asunto, a través de la suspensión definitiva dictada en el 

incidente de suspensión derivado del juicio de amparo, se 

concedió la medida cautelar en los siguientes términos:

“…No obstante lo manifestado por el Secretario de 
Educación de Gobierno del Estado, al rendir su 
correspondiente informe previo, en cuanto a que negaron 
la existencia de los actos reclamados, resulta verídico la 
falta de acciones afirmativas para que la menor quejosa 
accediera a continuar cursando el segundo grado de 
primaria de educación básica, en tanto que como se 
desprende de las propias documentales acompañadas a 
los informes de ley, la accionante del amparo no contaba 
con la posibilidad de acceder a su educación inicial, por 
cuanto a que el programa complementario para el ciclo 
escolar vigente, es transmitido mediante televisión abierta y 
la menor no tenía acceso a esto. Luego, si bien es cierto 
que con motivo de la suspensión provisional, las 
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autoridades responsables, en el ámbito de sus 
competencias, desplegaron las medidas para acatar la 
medida cautelar, dentro de las cuales, le han 
proporcionado un espacio en su escuela, con condiciones 
de higiene y con todas las medidas preventivas de contagio 
a la menor, para que pueda acceder al seguimiento del 
programa complementario educativo “Aprende en Casa 2”; 
asimismo, le entregaron material de trabajo para su grado 
escolar y le proporcionaron un canal de contacto y 
seguimiento para reforzar el aprendizaje; e incluso, 
practicaron el estudio socioeconómico. Sin embargo, el 
derecho a la educación, en particular, en lo relativo a lo que 
generó el reclamo del amparo y la petición del incidente de 
suspensión, tiene que ver con el ciclo escolar y el 
programa de “Aprende en Casa 2”, que aún se encuentra 
en curso; razón por la cual, se concede la suspensión 
definitiva a la niña; quedando las autoridades responsables 
a continuar brindando las acciones afirmativas que le 
permitan a la menor quejosa acceder a la educación en 
forma completa, tanto con los cuadernos de trabajo, como 
con los programas complementarios (Aprende en Casa II) y 
en condiciones de igualdad en contraste con cualquier 
educando, hasta en tanto se notifique a las responsables 
que causó ejecutoria la sentencia que se dicte en cuanto al 
fondo del asunto. Para materializar lo anterior, las 
autoridades responsables deberán realizar las gestiones 
pertinentes a efecto de que se concrete lo señalado en el 
punto anterior a favor de la parte quejosa, bajo el entendido 
de que las autoridades que se encuentren relacionadas 
con el cumplimiento que deba darse a esta medida cautelar 
son aquéllas del ámbito local, es decir, del Estado de San 
Luis Potosí, pues si bien en materia de educación, existe 
concurrencia para prestar los servicios educativos; sin 
embargo, en un análisis preliminar de lo que aquí se 
reclama y según la Ley General de Educación, 
particularmente en su artículo 1°, se estatuye que la 
distribución de la función social educativa del Estado, se 
funda en la obligación de cada orden de gobierno. Las 
anteriores consideraciones se desprenden de la ejecutoria 
relativa a la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, visible en la página 1036 del 
Tomo XV, del Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Enero de 2002, que dice: “EDUCACIÓN. EL 
ARTÍCULO 4o. DE LA LEY RELATIVA DEL DISTRITO 
FEDERAL, QUE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DEL 
GOBIERNO DE ESA ENTIDAD DE IMPARTIR LA 
EDUCACIÓN PREESCOLAR Y MEDIA SUPERIOR, NO 
CONTRAVIENE LA DISTRIBUCIÓN DE LA FUNCIÓN 
SOCIAL EDUCATIVA ESTABLECIDA EN LA LEY 
GENERAL DE EDUCACIÓN. El artículo 3o. de la Ley 
General de Educación establece la obligación del Estado 
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de prestar servicios educativos para que toda la población 
pueda cursar la educación preescolar, la primaria y la 
secundaria, dentro del marco de la concurrencia prevista 
en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y conforme a la distribución de la función social 
educativa que establece la propia ley en mención; y el 
numeral 14 de dicho ordenamiento general dispone que 
corresponde a las autoridades educativas, federal y 
locales, de manera concurrente, entre otras atribuciones, la 
de prestar servicios educativos distintos a los previstos en 
las fracciones I y IV del artículo 13 de tal ordenamiento, 
esto es, los relativos a los de educación inicial, básica, 
indígena, especial, normal y demás para la formación de 
maestros, así como los de actualización, capacitación y 
superación profesional para los maestros de educación 
básica. Por tanto, el artículo 4o. de la Ley de Educación del 
Distrito Federal, al señalar como obligatoria la impartición 
de la educación preescolar, primaria, secundaria y media 
superior, lejos de transgredir aquella legislación, se apega 
a la distribución de la función social educativa que 
establece.”. Sin que haya lugar a exigir garantía alguna 
para que surta efectos la medida cautelar decretada, dado 
que no se vislumbra la existencia de tercero interesado. Es 
preciso enfatizar que la presente medida cautelar no surtirá 
efectos si los actos reclamados obedecen a antecedentes 
diversos a los narrados en la demanda de amparo. En la 
inteligencia de que la concesión de la medida precautoria, 
si bien se concede enunciativamente para los efectos que 
se precisaron, no debe permitir a la menor quejosa, ni a 
sus representantes que se modifique fácticamente el 
horario, obligaciones, responsabilidades y 
comportamientos disciplinarios y demás condiciones que 
por su calidad les obligue la normativa de la responsable, y 
bajo las cuales se rija el estatus de alumno de aquéllos; de 
ahí que no se autoriza que se dejen de observar las 
regulaciones que al efecto deban acatar; también queda 
expedita la facultad de la autoridad o autoridades 
correspondientes para ejercer sus atribuciones legales 
derivadas de la calidad de alumna de la menor quejosa. 
Por ello, la concesión de esta medida paralizadora no 
faculta a la parte quejosa a inobservar las disposiciones 
legales que deben observar en la calidad de alumna, ya 
que en ese aspecto, las autoridades respectivas 
conservarán intactas las facultades previstas en las 
diversas legislaciones o reglamentos que en esas áreas 
rigen, pues insístase, la medida cautelar aquí otorgada, de 
ninguna manera limita o restringe las facultades de las 
autoridades mencionadas para ejercer las atribuciones 
contenidas en las disposiciones legales aplicables, 
debiendo preservar en todo momento los derechos 
humanos de la menor quejosa y de la comunidad 
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estudiantil que comprende la institución educativa 
responsable. En el entendido de que el otorgamiento de la 
medida cautelar concedida tampoco restringe las 
facultades de la autoridad responsable para que, en caso 
de observar conductas que afecten o atenten con la sana 
convivencia de los demás alumnos, puedan ejercer sus 
atribuciones legales. De igual forma, se hace la precisión 
de que la concesión de la medida cautelar no excusa a los 
padres o tutores de la menor quejosa de exhibir los 
documentos o requisitos indispensables para efectuar el 
trámite de su registro al segundo año de educación 
primaria. Asimismo, la referida concesión no autoriza a los 
padres o tutores de la menor quejosa omitir cubrir las 
contraprestaciones que legalmente solicite la institución 
educativa con motivo del registro de mérito, en caso de que 
así sea procedente conforme a la normativa aplicable. 
Tampoco se autoriza a los padres o a quienes ejerzan la 
patria potestad de la menor quejosa, para que se 
abstengan de ejercer sus derechos y cumplir con las 
obligaciones que la ley contempla, específicamente 
aquellos previstas en sus numerales 61 y 782 de la Ley 
General de Educación. Por el contrario, atento a los 
antecedentes del asunto, éstos estarán obligados, entre 
otras cosas, a: participar con las autoridades de la escuela 
en cualquier problema relacionado con la educación de su 
hija o pupila, con el fin de que, en conjunto, se aboquen a 
su solución, colaboren con las autoridades escolares para 
la superación de aquélla y apoyen el proceso educativo de 
la menor quejosa…” 

Sin embargo, lo anterior no imposibilita el estudio del 

fondo del asunto por quedar sin materia a virtud de la 

medida cautelar, esto porque acorde con lo que ha resuelto 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y que quedó expresado en la tesis de 

Jurisprudencia 1a./J. 70/2019 (10a.), los artículos 107, 

fracción X, primer párrafo, de la Constitución y 147 de la 

Ley de Amparo vigente, dotan a la suspensión de un 

genuino carácter de medida cautelar, cuya finalidad 

consiste en conservar la materia de la controversia y evitar 

que las personas sufran una afectación a su esfera jurídica 

mientras se resuelve el fondo del asunto, ya sea con 

medidas conservativas o de tutela anticipada (efectos 

restitutorios), para lo cual es necesario analizar: (i) la 
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apariencia del buen derecho; (ii) las posibles afectaciones 

al interés social; y (iii) la posibilidad jurídica y material de 

otorgar la medida. 

En ese sentido, la naturaleza de los actos, ya sea 

positiva, declarativa o negativa, no representa un factor 

que determine en automático la concesión o negativa de la 

medida cautelar, pues la locución "atendiendo a la 

naturaleza del acto reclamado", que refiere el precepto de 

la Ley de Amparo, debe analizarse en función de las 

consecuencias que caso a caso pueden producir los actos 

reclamados, lo que a su vez es determinante para decidir si 

el efecto de la suspensión debe consistir en el 

mantenimiento de las cosas en el estado que se 

encuentran o debe restituirse provisionalmente a la 
persona en el goce del derecho violado. 

En estos términos, la naturaleza omisiva de los actos 

reclamados es relevante para determinar el contenido que 

adoptará la suspensión, pero no para determinar si la 

medida cautelar procede o no. 

En efecto, dado que el amparo provisional que se 
pretende con la suspensión definitiva permite que la 
persona alcance transitoriamente un beneficio que, al 
final del día, puede confirmarse o revocarse a través de 
la sentencia principal, sin prejuzgar sobre lo ocurrido 
antes del juicio de amparo ni lo que ocurrirá después, 
pues lo importante para que dicha medida cautelar sea 
material y jurídicamente posible radica en que los 
efectos suspensorios puedan actualizarse momento a 
momento, de modo que la suspensión no coincida 
exactamente, agote o deje sin materia una eventual 
sentencia estimatoria de amparo, y todo esto va más 
allá del tipo de medidas que deben dictarse en caso de 
que proceda conforme a lo anterior.
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Así, aun cuando a través de la medida cautelar se 

restituyó provisionalmente, lo cierto es que aun existe 

materia para el fondo del asunto, en tanto que el ciclo 

escolar 2020-2021, en el cual la menor quejosa se sitúa en 

el segundo grado de educación primaria, aún no ha 

concluido.

Tampoco es obstáculo para lo anterior, la 

circunstancia de que recientemente se encuentre vigente el 

programa de “APRENDE EN CASA III”, esto es, uno 

posterior al que originalmente operaba cuando la menor 

fue reinscrita e inició el presente juicio de amparo; ya que 

lo relevante para efectos del fondo del asunto, es la falta 

acciones afirmativas que doten a la menor en igualdad de 

circunstancias para acceder a la educación, por las 

condiciones actuales en que se imparte la enseñanza; en 

cuanto a que le resulta inaccesible su continuación, 

particularmente por no contar con las herramientas 

tecnológicas (televisión, computadora, internet, entre 

otras), con las que actualmente se transmiten los 

programas educativos, por ejemplo, “APRENDE EN CASA 

II y III”.

Lo anteriormente expuesto quiere decir que existirá 

materia para analizar el fondo del asunto, en tanto no 

finalice el actual esquema de educación a distancia 

generado a causa de la “COVID-19” y no se reanude el 

diverso presencial; asimismo, mientras que de forma 

complementaria de eje educativo permanezca la 

enseñanza a través de herramientas tecnológicas como la 

televisión, computadoras e internet y la menor esté 

transitando el segundo año de educación primaria, el cual 

actualmente cursa.

Ahora, como datos propicios para poner en contexto 

sobre la desigualdad mundial que se presenta con el tema 
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de educación a distancia, según la ONU (Organización de 

Naciones Unidas), la pandemia del coronavirus ha afectado 

a más de 1500 millones de estudiantes en el mundo y ha 

exacerbado las desigualdades en la esfera de la 

educación.

En palabras del titular de ese organismo: 

“Las decisiones que los gobiernos tomen ahora 
tendrán un efecto duradero en cientos de millones de 
jóvenes y en el desarrollo de los países durante decenios”.

A causa de esto, el directivo a cargo ha sostenido 
que debe actuarse en los siguientes terrenos: 

“La educación es la clave para el desarrollo personal 
y el futuro de las sociedades.

         Abre oportunidades y reduce las desigualdades.

         Constituye los cimientos de las sociedades 
informadas y tolerantes y es un motor fundamental del 
desarrollo sostenible.

         La pandemia del COVID-19 ha causado la mayor 
disrupción que ha sufrido nunca la educación.

         A mediados de julio las escuelas permanecían 
cerradas en más de 160 países, algo que afecta a más de 
1.000 millones de estudiantes.

         Al menos 40 millones de niños de todo el mundo han 
perdido tiempo de enseñanza en su primer año de 
educación preescolar, un año fundamental.

         Y los progenitores, especialmente las mujeres, se 
han visto obligados a asumir pesadas cargas de cuidados 
en los hogares.

         A pesar de las clases impartidas por radio, 
televisión y en línea, y de los mejores esfuerzos de 
docentes y progenitores, sigue habiendo muchos 
alumnos a los que no se ha llegado.

        Los alumnos con discapacidades, aquellos de 
comunidades minoritarias o desfavorecidas, los 
desplazados y refugiados y aquellos en zonas remotas 
son los que corren mayor riesgo de que se los deje 
atrás.
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         Incluso para aquellos que tienen acceso a la 
educación a distancia, los buenos resultados dependen de 
sus condiciones de vida, incluida la distribución justa de las 
tareas domésticas.

         Ya antes de la pandemia sufríamos una crisis de la 
educación.

         Más de 250 millones de niños en edad escolar no 
estaban escolarizados.

         Y, en los países en desarrollo, solo la cuarta parte de 
los alumnos de secundaria dejaban la escuela con 
competencias básicas.

         Ahora nos enfrentamos a una catástrofe 
generacional que podría desperdiciar un potencial 
humano incalculable, minar décadas de progreso y 
exacerbar las desigualdades arraigadas.

         Las repercusiones que ello tendrá, entre otras 
esferas, en la nutrición infantil, el matrimonio infantil y la 
igualdad de género son profundamente preocupantes.

         Este es el telón de fondo del documento de políticas 
que presento hoy, junto con una nueva campaña con 
asociados en el ámbito de la educación y organismos de 
las Naciones Unidas llamada “Salvar Nuestro Futuro”.

         Vivimos un momento decisivo para los niños y los 
jóvenes de todo el mundo.

         Las decisiones que los gobiernos y los asociados 
tomen ahora tendrán un efecto duradero en cientos de 
millones de jóvenes, así como en las perspectivas de 
desarrollo de los países durante decenios.”

        Las propuestas de Naciones Unidas van de lo 

siguiente:

        Primero, reabrir las escuelas

        Una vez que la transmisión local del COVID-19 esté 
controlada, devolver a los alumnos a la escuela y las 
instituciones de enseñanza de la manera más segura 
posible debe ser una de las prioridades fundamentales.

        Hemos publicado una serie de directrices para ayudar 
a los gobiernos en esta compleja tarea.
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        Será esencial encontrar un equilibrio entre los riesgos 
para la salud y los riesgos para la educación y la protección 
de los niños, y tener en cuenta también la repercusión en la 
participación de las mujeres en la fuerza de trabajo.

        Es fundamental consultar a los progenitores, los 
cuidadores, el personal docente y los jóvenes.

        Segundo, dar prioridad a la educación en las 
decisiones de financiación

         Antes de la crisis, los países de ingresos bajos y 
medianos ya tenían una necesidad de fondos no satisfecha 
para la educación de 1,5 billones de dólares al año.

         Ahora ese déficit de financiación ha aumentado.

         Los presupuestos para educación se deben proteger 
y aumentar.

          Y es fundamental que la educación esté en el centro 
de los esfuerzos internacionales de solidaridad, desde la 
gestión de la deuda y las medidas de estímulo a los 
llamamientos humanitarios mundiales y la asistencia oficial 
para el desarrollo.

Tercero, dirigir la acción hacia aquellos a los que es 
más difícil llegar

          Las iniciativas de educación deben procurar llegar a 
aquellos que corren mayor riesgo de que se los deje atrás: 
las personas en situaciones de emergencia y de crisis, los 
grupos minoritarios de todo tipo, las personas desplazadas 
y aquellas con discapacidades.

          Esas iniciativas deben ser sensibles a las dificultades 
específicas que enfrentan las niñas, los niños, las mujeres 
y los hombres, y deben buscar con urgencia cerrar la 
brecha digital.

            Cuatro, construir hoy el futuro de la educación

          Tenemos una oportunidad generacional de 
reimaginar la educación y la enseñanza.

          Podemos dar un salto y avanzar hacia sistemas 
progresistas que impartan educación de calidad para 
todos, como trampolín para alcanzar los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible.

          Para lograrlo, necesitamos invertir en la 
alfabetización y la infraestructura digitales, evolucionar 
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hacia el aprendizaje de cómo aprender, revitalizar el 
aprendizaje continuo y reforzar los vínculos entre los 
sectores formal e informal de la educación.

          Debemos también aprovechar los métodos de 
enseñanza flexibles, las tecnologías digitales y la 
modernización de los planes de estudios, velando al mismo 
tiempo por que el personal docente y las comunidades 
tengan un apoyo sostenido.

          Ahora que el mundo enfrenta niveles 
insostenibles de desigualdad, necesitamos la 
educación —el gran igualador— más que nunca.

          Debemos tomar medidas audaces ahora, a fin de 
crear sistemas educativos de calidad, inclusivos y 
resilientes, adecuados para el futuro.”

Lo anterior, entendido como:

1. Centrarse en reabrir las escuelas

2. Dar prioridad a la educación en las decisiones 

presupuestales 

3. Dar prioridad a los grupos más vulnerables 
4. Invertir en la alfabetización y la infraestructura 

digitales.

Por su parte, la UNICEF  advierte que al menos una 

tercera parte de los niños en edad escolar de todo el 

mundo (un total de 463 millones) no tuvo acceso a la 

educación a distancia cuando la COVID-19 obligó a 

cerrar sus escuelas.

A través de Henrietta Fore, Directora Ejecutiva de 

dicho organismo, se indica que para unos 463 millones 

de niños cuyas escuelas cerraron a causa de la COVID-

19, la educación a distancia no ha existido. 

 Sostiene que: “La gran cantidad de niños que 

debieron interrumpir por completo sus estudios durante 

meses representa una emergencia mundial en materia 
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de educación. Las repercusiones sobre las economías y 

las sociedades pueden durar décadas”.

Apunta que durante el momento más álgido de los 

confinamientos nacionales y locales, alrededor de 1.500 

millones de niños se vieron afectados por el cierre de las 

escuelas. 

El informe revela las limitaciones de la 
educación a distancia y las graves desigualdades en 
el acceso.

El informe incluye un análisis representativo a nivel 

mundial acerca de la disponibilidad de la tecnología y las 

herramientas necesarias para estudiar a distancia en los 

hogares de los niños en edad escolar de los niveles de 

preescolar, primaria y primer y segundo ciclo de 

secundaria, y comprende datos procedentes de 100 

países. 

Los datos hacen referencia al acceso a la 

televisión, la radio e internet, así como a la disponibilidad 

de planes de estudios distribuidos a través de esas 

plataformas durante el cierre de las escuelas.

Si bien las cifras del informe presentan un 
panorama alarmante por la falta de educación a 
distancia durante el cierre de las escuelas, UNICEF 
advierte de que es probable que la situación sea aún 
peor. 

Incluso en los casos en que los niños cuentan con 

la tecnología y las herramientas necesarias en su hogar, 

no siempre pueden estudiar a distancia a través de esas 

plataformas debido a otros factores que se lo impiden, 

como la presión para realizar tareas en el hogar, la 
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obligación de trabajar, la precariedad de su entorno de 

aprendizaje y la falta de ayuda para utilizar los planes de 

estudio por internet o por medios audiovisuales.

Por otro lado, en el informe se subraya una notable 

desigualdad entre regiones. 

Los niños en edad escolar procedentes de África 

Subsahariana son los más afectados, tal y como 

demuestra el hecho de que la mitad del total de 

estudiantes de esta región no dispone de medios para 

estudiar a distancia.

 Como se ve, el contexto de desigualdad como 

parámetro de la condición particular de la menor quejosa, 

no es ajeno al orden mundial, de lo relatado por ONU y 

UNICEF, se sitúa precisamente en dichas cifras de niñxs 

con afectación del acceso a la educación, a causa de no 

contar con herramientas tecnológicas ni servicio de 

internet.

Expuesto lo anterior, deben declararse fundados 
los conceptos de violación de la menor quejosa, 
vertidos a través de su madre, en los que alega 
destacadamente la vulneración de su derecho de 
acceso a la educación, lo cual es así, por lo siguiente.

MARCO NORMATIVO INTERNO

El derecho a la educación en nuestro país tiene 

sustento, entre otros, en los artículos 3° y 4° 

Constitucionales, que a continuación se transcriben: 

Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 

“Art. 3o.- Toda persona tiene derecho a la educación. 
El Estado -Federación, Estados, Ciudad de México y 
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Municipios impartirá y garantizará la educación inicial, 
preescolar, primaria, secundaria, media superior y superior. 

La educación inicial, preescolar, primaria y 
secundaria, conforman la educación básica; ésta y la 
media superior serán obligatorias, la educación superior lo 
será en términos de la fracción X del presente artículo. 

La educación inicial es un derecho de la niñez y será 
responsabilidad del Estado concientizar sobre su 
importancia. 

Corresponde al Estado la rectoría de la educación, la 
impartida por éste, además de obligatoria, será universal, 
inclusiva, pública, gratuita y laica. 

La educación se basará en el respeto irrestricto de la 
dignidad de las personas, con un enfoque de derechos 
humanos y de igualdad sustantiva. 

Tenderá a desarrollar armónicamente todas las 
facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el 
amor a la Patria, el respeto a todos los derechos, las 
libertades, la cultura de paz y la conciencia de la 
solidaridad internacional, en la independencia y en la 
justicia; promoverá la honestidad, los valores y la mejora 
continua del proceso de enseñanza aprendizaje. 

El Estado priorizará el interés superior de niñas, 
niños, adolescentes y jóvenes en el acceso, permanencia y 
participación en los servicios educativos. 

Las maestras y los maestros son agentes 
fundamentales del proceso educativo y, por tanto, se 
reconoce su contribución a la trasformación social.

Tendrán derecho de acceder a un sistema integral de 
formación, de capacitación y de actualización 
retroalimentado por evaluaciones diagnósticas, para 
cumplir los objetivos y propósitos del Sistema Educativo 
Nacional. 

La ley establecerá las disposiciones del Sistema para 
la Carrera de las Maestras y los Maestros en sus funciones 
docente, directiva o de supervisión. 

Corresponderá a la Federación su rectoría y, en 
coordinación con las entidades federativas, su 
implementación, conforme a los criterios de la educación 
previstos en este artículo. 

La admisión, promoción y reconocimiento del 
personal que ejerza la función docente, directiva o de 
supervisión, se realizará a través de procesos de selección 
a los que concurran los aspirantes en igualdad de 

D
IE

G
O

 G
A

L
E

A
N

A
 JIM

É
N

E
Z

70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.e4.7a
09/06/23 14:56:11

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



condiciones y establecidos en la ley prevista en el párrafo 
anterior, los cuales serán públicos, transparentes, 
equitativos e imparciales y considerarán los conocimientos, 
aptitudes y experiencia necesarios para el aprendizaje y el 
desarrollo integral de los educandos. 

Los nombramientos derivados de estos procesos sólo 
se otorgarán en términos de dicha ley. 

Lo dispuesto en este párrafo en ningún caso afectará 
la permanencia de las maestras y los maestros en el 
servicio. 

A las instituciones a las que se refiere la fracción VII 
de este artículo no les serán aplicables estas 
disposiciones. 

El Estado fortalecerá a las instituciones públicas de 
formación docente, de manera especial a las escuelas 
normales, en los términos que disponga la ley.

Los planteles educativos constituyen un espacio 
fundamental para el proceso de enseñanza 
aprendizaje. 

El Estado garantizará que los materiales 
didácticos, la infraestructura educativa, su 
mantenimiento y las condiciones del entorno, sean 
idóneos y contribuyan a los fines de la educación. 

A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en la fracción 
II de este artículo, el Ejecutivo Federal determinará los 
principios rectores y objetivos de la educación inicial, así 
como los planes y programas de estudio de la educación 
básica y normal en toda la República; para tal efecto, 
considerará la opinión de los gobiernos de las entidades 
federativas y de diversos actores sociales involucrados en 
la educación, así como el contenido de los proyectos y 
programas educativos que contemplen las realidades y 
contextos, regionales y locales. 

Los planes y programas de estudio tendrán 
perspectiva de género y una orientación integral, por lo que 
se incluirá el conocimiento de las ciencias y humanidades: 
la enseñanza de las matemáticas, la lecto-escritura, la 
literacidad, la historia, la geografía, el civismo, la filosofía, 
la tecnología, la innovación, las lenguas indígenas de 
nuestro país, las lenguas extranjeras, la educación física, el 
deporte, las artes, en especial la música, la promoción de 
estilos de vida saludables, la educación sexual y 
reproductiva y el cuidado al medio ambiente, entre otras. 

I. Garantizada por el artículo 24 la libertad de 
creencias, dicha educación será laica y, por tanto, se 
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mantendrá por completo ajena a cualquier doctrina 
religiosa; 

II. El criterio que orientará a esa educación se basará 
en los resultados del progreso científico, luchará contra la 
ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fanatismos 
y los prejuicios. 

Además: 

a) Será democrático, considerando a la democracia 
no solamente como una estructura jurídica y un régimen 
político, sino como un sistema de vida fundado en el 
constante mejoramiento económico, social y cultural del 
pueblo; 

b) Será nacional, en cuanto -sin hostilidades ni 
exclusivismos - atenderá a la comprensión de nuestros 
problemas, al aprovechamiento de nuestros recursos, a la 
defensa de nuestra independencia política, al 
aseguramiento de nuestra independencia económica y a la 
continuidad y acrecentamiento de nuestra cultura; 

c) Contribuirá a la mejor convivencia humana, a fin de 
fortalecer el aprecio y respeto por la naturaleza, la 
diversidad cultural, la dignidad de la persona, la integridad 
de las familias, la convicción del interés general de la 
sociedad, los ideales de fraternidad e igualdad de derechos 
de todos, evitando los privilegios de razas, de religión, de 
grupos, de sexos o de individuos; 

d) (DEROGADO, D.O.F. 15 DE MAYO DE 2019) 

e) Será equitativo, para lo cual el Estado 
implementará medidas que favorezcan el ejercicio pleno 
del derecho a la educación de las personas y combatan las 
desigualdades socioeconómicas, regionales y de género 
en el acceso, tránsito y permanencia en los servicios 
educativos. 

En las escuelas de educación básica de alta 
marginación, se impulsarán acciones que mejoren las 
condiciones de vida de los educandos, con énfasis en las 
de carácter alimentario. 

Asimismo, se respaldará a estudiantes en 
vulnerabilidad social, mediante el establecimiento de 
políticas incluyentes y transversales. 

En educación para personas adultas, se aplicarán 
estrategias que aseguren su derecho a ingresar a las 
instituciones educativas en sus distintos tipos y 
modalidades. 
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En los pueblos y comunidades indígenas se impartirá 
educación plurilingüe e intercultural basada en el respeto, 
promoción y preservación del patrimonio histórico y 
cultural; 

f) Será inclusivo, al tomar en cuenta las diversas 
capacidades, circunstancias y necesidades de los 
educandos. 

Con base en el principio de accesibilidad se 
realizarán ajustes razonables y se implementarán 
medidas específicas con el objetivo de eliminar las 
barreras para el aprendizaje y la participación; 

g) Será intercultural, al promover la convivencia 
armónica entre personas y comunidades para el respeto y 
reconocimiento de sus diferencias y derechos, en un marco 
de inclusión social; 

h) Será integral, educará para la vida, con el objeto 
de desarrollar en las personas capacidades cognitivas, 
socioemocionales y físicas que les permitan alcanzar su 
bienestar, 

i) Será de excelencia, entendida como el 
mejoramiento integral constante que promueve el máximo 
logro de aprendizaje de los educandos, para el desarrollo 
de su pensamiento crítico y el fortalecimiento de los lazos 
entre escuela y comunidad; 

III. (DEROGADA, D.O.F. 15 DE MAYO DE 2019) 

IV. Toda la educación que el Estado imparta será 
gratuita; 

V. Toda persona tiene derecho a gozar de los 
beneficios del desarrollo de la ciencia y la innovación 
tecnológica. 

El Estado apoyará la investigación e innovación 
científica, humanística y tecnológica, y garantizará el 
acceso abierto a la información que derive de ella, para lo 
cual deberá proveer recursos y estímulos suficientes, 
conforme a las bases de coordinación, vinculación y 
participación que establezcan las leyes en la materia; 
además alentará el fortalecimiento y difusión de nuestra 
cultura; 

VI. Los particulares podrán impartir educación en 
todos sus tipos y modalidades. 

En los términos que establezca la ley, el Estado 
otorgará y retirará el reconocimiento de validez oficial a los 
estudios que se realicen en planteles particulares. 
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En el caso de la educación inicial, preescolar, 
primaria, secundaria y normal, los particulares deberán: 

a) Impartir la educación con apego a los mismos fines 
y criterios que establece el párrafo cuarto, y la fracción II, 
así como cumplir los planes y programas a que se refieren 
los párrafos décimo primero y décimo segundo, y 

b) Obtener previamente, en cada caso, la 
autorización expresa del poder público, en los términos que 
establezca la ley; 

VII. Las universidades y las demás instituciones de 
educación superior a las que la ley otorgue autonomía, 
tendrán la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí 
mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y 
difundir la cultura de acuerdo con los principios de este 
artículo, respetando la libertad de cátedra e investigación y 
de libre examen y discusión de las ideas; determinarán sus 
planes y programas; fijarán los términos de ingreso, 
promoción y permanencia de su personal académico; y 
administrarán su patrimonio. 

Las relaciones laborales, tanto del personal 
académico como del administrativo, se normarán por el 
apartado A del artículo 123 de esta Constitución, en los 
términos y con las modalidades que establezca la Ley 
Federal del Trabajo conforme a las características propias 
de un trabajo especial, de manera que concuerden con la 
autonomía, la libertad de cátedra e investigación y los fines 
de las instituciones a que esta fracción se refiere; 

VIII. El Congreso de la Unión, con el fin de unificar y 
coordinar la educación en toda la República, expedirá las 
leyes necesarias, destinadas a distribuir la función social 
educativa entre la Federación, las entidades federativas y 
los Municipios, a fijar las aportaciones económicas 
correspondientes a ese servicio público y a señalar las 
sanciones aplicables a los funcionarios que no cumplan o 
no hagan cumplir las disposiciones relativas, lo mismo que 
a todos aquellos que las infrinjan; 

IX. Para contribuir al cumplimiento de los objetivos de 
este artículo, se crea el Sistema Nacional de Mejora 
Continua de la Educación, que será coordinado por un 
organismo público descentralizado, con autonomía técnica, 
operativa, presupuestaria, de decisión y de gestión, con 
personalidad jurídica y patrimonio propios, no sectorizado, 
al que le corresponderá: 

a) Realizar estudios, investigaciones especializadas y 
evaluaciones diagnósticas, formativas e integrales del 
Sistema 
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b) Determinar indicadores de resultados de la mejora 
continua de la educación; 

c) Establecer los criterios que deben cumplir las 
instancias evaluadoras para los procesos valorativos, 
cualitativos, continuos y formativos de la mejora continua 
de la educación; 

d) Emitir lineamientos relacionados con el desarrollo 
del magisterio, el desempeño escolar, los resultados de 
aprendizaje; así como de la mejora de las escuelas, 
organización y profesionalización de la gestión escolar; 

e) Proponer mecanismos de coordinación entre las 
autoridades educativas federal y de las entidades 
federativas para la atención de las necesidades de las 
personas en la materia; 

f) Sugerir elementos que contribuyan a la mejora de 
los objetivos de la educación inicial, de los planes y 
programas de estudio de educación básica y media 
superior, así como para la educación inclusiva y de adultos, 
y 

g) Generar y difundir información que contribuya a la 
mejora continua del Sistema Educativo Nacional. 

La ley establecerá las reglas para la organización y 
funcionamiento del organismo para la mejora continua de 
la educación, el cual regirá sus actividades con apego a los 
principios de independencia, transparencia, objetividad, 
pertinencia, diversidad e inclusión. 

Definirá también los mecanismos y acciones 
necesarios que le permitan una eficaz colaboración y 
coordinación con las autoridades educativas federal y 
locales para el cumplimiento de sus respectivas funciones. 

El organismo contará con una Junta Directiva, un 
Consejo Técnico de Educación y un Consejo Ciudadano. 

La Junta Directiva será la responsable de la 
conducción, planeación, programación, organización y 
coordinación de los trabajos del organismo al que se refiere 
este artículo. 

Se integrará por cinco personas que durarán en su 
encargo siete años en forma escalonada y serán 
nombradas por la Cámara de Senadores, con el voto de las 
dos terceras partes de sus integrantes. 

El Presidente de la Junta Directiva será nombrado 
por sus integrantes y presidirá el Consejo Técnico de 
Educación. 
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El Consejo Técnico de Educación asesorará a la 
Junta Directiva en los términos que determine la ley, estará 
integrado por siete personas que durarán en el encargo 
cinco años en forma escalonada. 

Serán nombradas por la Cámara de Senadores, con 
el voto de las dos terceras partes de sus integrantes. 

En su composición se procurará la diversidad y 
representación de los tipos y modalidades educativos, así 
como la paridad de género. 

En caso de falta absoluta de alguno de sus 
integrantes, la persona sustituta será nombrada para 
concluir el periodo respectivo. 

Las personas que integren la Junta Directiva y el 
Consejo Técnico de Educación, deberán ser especialistas 
en investigación, política educativa, temas pedagógicos o 
tener experiencia docente en cualquier tipo o modalidad 
educativa; además acreditar el grado académico de su 
especialidad y experiencia, no haber sido dirigente de 
algún partido político o candidato a ocupar un cargo de 
elección popular en los cuatro años anteriores a la 
designación y cumplir con los requisitos que establezca la 
ley. 

Sólo podrán ser removidos por causa grave en los 
términos del Título Cuarto de esta Constitución. El 
organismo al que se refiere esta fracción, contará con un 
Consejo Ciudadano honorífico, integrado por 
representantes de los sectores involucrados en materia 
educativa. 

La ley determinará las atribuciones, organización y 
funcionamiento de dicho Consejo, y 

X. La obligatoriedad de la educación superior 
corresponde al Estado. 

Las autoridades federal y locales establecerán 
políticas para fomentar la inclusión, permanencia y 
continuidad, en términos que la ley señale. 

Asimismo, proporcionarán medios de acceso a este 
tipo educativo para las personas que cumplan con los 
requisitos dispuestos por las instituciones públicas”. 

“Art. 4o.- La mujer y el hombre son iguales ante la 
ley. Ésta protegerá la organización y el desarrollo de la 
familia. 

Toda persona tiene derecho a decidir de manera 
libre, responsable e informada sobre el número y el 
espaciamiento de sus hijos. 
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Toda persona tiene derecho a la alimentación 
nutritiva, suficiente y de calidad. 

El Estado lo garantizará. 

Toda persona tiene derecho a la protección de la 
salud. 

La Ley definirá las bases y modalidades para el 
acceso a los servicios de salud y establecerá la 
concurrencia de la Federación y las entidades federativas 
en materia de salubridad general, conforme a lo que 
dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución. 

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente 
sano para su desarrollo y bienestar. 

El Estado garantizará el respeto a este derecho. El 
daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para 
quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley. 

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y 
saneamiento de agua para consumo personal y doméstico 
en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. 

El Estado garantizará este derecho y la ley definirá 
las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso 
equitativo y sustentable de los recursos hídricos, 
estableciendo la participación de la Federación, las 
entidades federativas y los municipios, así como la 
participación de la ciudadanía para la consecución de 
dichos fines. 

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda 
digna y decorosa. 

La Ley establecerá los instrumentos y apoyos 
necesarios a fin de alcanzar tal objetivo. 

Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser 
registrado de manera inmediata a su nacimiento. 

El Estado garantizará el cumplimiento de estos 
derechos. 

La autoridad competente expedirá gratuitamente la 
primera copia certificada del acta de registro de nacimiento. 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se 
velará y cumplirá con el principio del interés superior de la 
niñez, garantizando de manera plena sus derechos. 

Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción 
de sus necesidades de alimentación, salud, educación y 
sano esparcimiento para su desarrollo integral. 
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Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, 
seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas 
a la niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la 
obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos 
derechos y principios. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para 
que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la 
niñez. 

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y 
al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en 
la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. 

El Estado promoverá los medios para la difusión y 
desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural 
en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno 
respeto a la libertad creativa. 

La ley establecerá los mecanismos para el acceso y 
participación a cualquier manifestación cultural. 

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la 
práctica del deporte. 

Corresponde al Estado su promoción, fomento y 
estímulo conforme a las leyes en la materia”. 

A su vez, el artículo 1° de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos dispone que todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos 
en la propia constitución e incorpora a nuestro sistema 
jurídico -con rango constitucional- los derechos humanos 
reconocidos en los tratados internacionales en los que el 
Estado Mexicano sea parte; de igual forma, señala que 
todas las autoridades del país, en el ámbito de su 
competencia, tienen la obligación de promoverlos, 
respetarlos, garantizarlos y protegerlos conforme a los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad. 

MARCO JURÍDICO INTERNACIONAL

Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre 

“Artículo XII. Toda persona tiene derecho a la 
educación, la que debe estar inspirada en los principios de 
libertad, moralidad y solidaridad humanas. 

Asimismo tiene el derecho de que, mediante esa 
educación, se le capacite para lograr una digna 
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subsistencia, en mejoramiento del nivel de vida y para ser 
útil a la sociedad. 

El derecho de educación comprende el de igualdad 
de oportunidades en todos los casos, de acuerdo con las 
dotes naturales, los méritos y el deseo de aprovechar los 
recursos que puedan proporcionar la comunidad y el 
Estado. 

Toda persona tiene derecho a recibir gratuitamente la 
educación primaria, por lo menos.” 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales 

“Artículo 13 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto 
reconocen el derecho de toda persona a la educación. 

Convienen en que la educación debe orientarse hacia 
el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido 
de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los 
derechos humanos y las libertades fundamentales. 

Conviene, asimismo, en que la educación debe 
capacitar a todas las personas para participar 
efectivamente en una sociedad libre, favorecer la 
comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las 
naciones y entre todos los grupos raciales étnicos o 
religiosos, y promover las actividades de las Naciones 
Unidas en pro del mantenimiento de la paz. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto 
reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de 
este derecho: 

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y 
asequible a todos gratuitamente; 

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes 
formas, incluso la enseñanza secundaria técnica y 
profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a 
todos, por cuantos medios sean apropiados y, en 
particular, por la implantación progresiva de la enseñanza 
gratuita; 

c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente 
accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada 
uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular, 
por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de 
lo posible, la educación fundamental para aquellas 
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personas que no hayan recibido o terminado el ciclo 
completo de instrucción primaria; 

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del 
sistema escolar en todos los ciclos de la enseñanza, 
implantar un sistema adecuado de becas, y mejorar 
continuamente las condiciones materiales del cuerpo 
docente. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se 
comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su 
caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o 
pupilos escuelas distintas de las creadas por las 
autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las 
normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en 
materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos 
reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo 
con sus propias convicciones. 

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se 
interpretará como una restricción de la libertad de los 
particulares y entidades para establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, a condición de que se 
respeten los principios enunciados en el párrafo 1 y de que 
la educación dada en esas instituciones se ajuste a las 
normas mínimas que prescriba el Estado.” 

Protocolo adicional a la Convención Americana Sobre 
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales Y Culturales, "Protocolo de San Salvador" 

“Artículo 13 Derecho a la educación 

1. Toda persona tiene derecho a la educación. 

2. Los Estados Partes en el presente Protocolo 
convienen que la educación deberá orientarse hacia el 
pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido 
de su dignidad y deberá fortalecer el respeto por los 
derechos humanos, el pluralismo ideológico, las libertades 
fundamentales, la justicia y la paz. 

Convienen, asimismo, en que la educación debe 
capacitar a todas las personas para participar 
efectivamente en una sociedad democrática y pluralista, 
lograr una subsistencia digna, favorecer la comprensión, la 
tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los 
grupos raciales, étnicos o religiosos y promover las 
actividades en favor del mantenimiento de la paz. 

3. Los Estados Partes en el presente Protocolo 
reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio del 
derecho a la educación: 
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a. La enseñanza primaria debe ser obligatoria y 
asequible a todos gratuitamente; 

b. La enseñanza secundaria en sus diferentes 
formas, incluso la enseñanza secundaria técnica y 
profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a 
todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular 
por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

c. La enseñanza superior debe hacerse igualmente 
accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada 
uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular, 
por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

d. Se deberá fomentar o intensificar, en la medida de 
lo posible, la educación básica para aquellas personas que 
no hayan recibido o terminado el ciclo completo de 
instrucción primaria; 

e. Se deberán establecer programas de enseñanza 
diferenciada para los minusválidos a fin de proporcionar 
una especial instrucción y formación a personas con 
impedimentos físicos o deficiencias mentales. 

4. Conforme con la legislación interna de los Estados 
Partes, los padres tendrán derecho a escoger el tipo de 
educación que habrá de darse a sus hijos, siempre que ella 
se adecue a los principios enunciados precedentemente. 

5. Nada de lo dispuesto en este Protocolo se 
interpretará como una restricción de la libertad de los 
particulares y entidades para establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, de acuerdo con la legislación 
interna de los Estados Partes.” 

Convención sobre los Derechos del Niño 

“Artículo 28 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño 
a la educación y, a fin de que se pueda ejercer 
progresivamente y en condiciones de igualdad de 
oportunidades ese derecho, deberán en particular: 

a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y 
gratuita para todos; 

b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de 
la enseñanza secundaria, incluida la enseñanza general y 
profesional, hacer que todos los niños dispongan de ella y 
tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales 
como la implantación de la enseñanza gratuita y la 
concesión de asistencia financiera en caso de necesidad; 
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c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, 
sobre la base de la capacidad, por cuantos medios sean 
apropiados; 

d) Hacer que todos los niños dispongan de 
información y orientación en cuestiones educacionales y 
profesionales y tengan acceso a ellas; 

e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia 
regular a las escuelas y reducir las tasas de deserción 
escolar. 

2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas 
sean adecuadas para velar porque la disciplina escolar se 
administre de modo compatible con la dignidad humana del 
niño y de conformidad con la presente Convención. 

3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la 
cooperación internacional en cuestiones de educación, en 
particular a fin de contribuir a eliminar la ignorancia y el 
analfabetismo en todo el mundo y de facilitar el acceso a 
los conocimientos técnicos y a los métodos modernos de 
enseñanza. 

A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta 
las necesidades de los países en desarrollo.” 

De los numerales trascritos se observa que el 

derecho humano a la educación en nuestro país, se 

encuentra reconocido tanto en la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, como en diversos 

instrumentos internacionales y dichas normas coinciden en 

lo relativo a que la titularidad del derecho a la educación es 

de toda persona; a que su contenido, respecto de la 

educación básica, debe estar orientado a posibilitar la 

autonomía de sus titulares y a habilitarles como miembros 

de una sociedad democrática; a que la enseñanza básica 

(aunque difieren en cuanto a su alcance) debe ser 

asequible a todos sin discriminación, de manera 

obligatoria, universal y gratuita, y a que el Estado debe 

garantizarla; a que los padres tienen derecho a elegir la 

educación que se imparta a sus hijos y los particulares a 

impartirla, siempre y cuando respeten el contenido mínimo 

de ese derecho. 
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Por lo cual, este juzgado de Distrito advierte fundados 

los conceptos de violación en cuanto a que la autoridad 

responsable de facilitar acceso la educación en San Luis 

Potosí, ha sido omisa en llevar a cabo las acciones 

pertinentes para ello, pues aun cuando a propósito de la 

suspensión definitiva dictada en el incidente de suspensión 

derivado de este amparo, llevó a cabo ciertas acciones 

para garantizar el acceso a la educación de la menor 

quejosa, el ciclo escolar 2020-2021, no se encuentra 

concluido y lo que es más, el esquema de educación a 

través de herramientas tecnológicas, continúa como un eje 

rector de dicho ciclo. 

En consecuencia, a efecto de irrumpir con esa 

desigualdad de la que tanto se ha hablado en esta 

sentencia y garantizar el derecho humano de acceso a la 

educación de la menor quejosa, se deberán continuar 

estableciendo acciones afirmativas para extinguir su 

vulnerabilidad, al no contar los medios y/o herramientas 

tecnológicas y/o digitales, para acceder al sistema de 

educación, que actualmente opera mediante clases 

impartidas en señales abiertas de televisión nacional. 

Por tanto, se concede el amparo y protección de la 

Justicia Federal solicitados, para los siguientes efectos:  

La Secretaría de Educación Pública de Gobierno del 

Estado de San Luis Potosí, continúe implementando las 

acciones necesarias para permitirle el acceso al ciclo 

escolar vigente; entre estas: 

a) proporcionarle en resguardo, a través de su madre, 

o algún otro familiar, aparato de televisión con que cuenten 

en la institución educativa en que será registrada, para que 

pueda tener acceso a las clases que se imparten mediante 

señal abierta en televisión nacional.
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b) emplear la estructura escolar como centro de 

recursos comunitario; esto, en cuanto al uso indispensable 

de diversas herramientas para el desarrollo de sus 

actividades; incluso, en última instancia, la facilitación del 

aparato de televisión podrá ser en el centro escolar, pero 

tomando todas las medidas necesarias para que la menor 

y quienes deban asistirle, puedan acudir sin riesgo de 

contagio. 

c) Establecer un canal entre la menor y la institución 

educativa para que puedan evaluarse sus actividades; 

asimismo, deberá existir flexibilidad en lo relativo a las 

evaluaciones que hasta el momento se han efectuado, de 

manera que no afecten su desempeño ni avance de 

aprendizaje para acceder al siguiente grado escolar y en 

todo caso, reforzando que pueda actualizarse y estar al 

corriente de tales contenidos. 

En la inteligencia que para el cumplimiento de ambas 

medidas, deberán observarse todas las precauciones 

necesarias para prevenir contagios entre la menor, su 

familia y desde luego, el personal del sector educativo. 

Para materializar lo anterior, las autoridades 

responsables deberán realizar las gestiones pertinentes a 

efecto de que se concrete lo señalado en el punto anterior 

a favor de la parte quejosa, bajo el entendido de que las 

autoridades que se encuentren relacionadas con el 

cumplimiento que deba darse a la sentencia de amparo 

son aquéllas del ámbito local, es decir, del Estado de San 

Luis Potosí, pues si bien en materia de educación, existe 

concurrencia para prestar los servicios educativos; sin 

embargo, según la Ley General de Educación, 

particularmente en su artículo 1°, se estatuye que la 

distribución de la función social educativa del Estado, se 

funda en la obligación de cada orden de gobierno. 
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Las anteriores consideraciones se desprenden de la 

ejecutoria relativa a la jurisprudencia del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la 

página 1036 del Tomo XV, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Enero de 2002, que dice: 

“EDUCACIÓN. EL ARTÍCULO 4o. DE LA LEY 
RELATIVA DEL DISTRITO FEDERAL, QUE ESTABLECE 
LA OBLIGACIÓN DEL GOBIERNO DE ESA ENTIDAD DE 
IMPARTIR LA EDUCACIÓN PREESCOLAR Y MEDIA 
SUPERIOR, NO CONTRAVIENE LA DISTRIBUCIÓN DE 
LA FUNCIÓN SOCIAL EDUCATIVA ESTABLECIDA EN 
LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN. El artículo 3o. de la 
Ley General de Educación establece la obligación del 
Estado de prestar servicios educativos para que toda la 
población pueda cursar la educación preescolar, la primaria 
y la secundaria, dentro del marco de la concurrencia 
prevista en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y conforme a la distribución de la función social 
educativa que establece la propia ley en mención; y el 
numeral 14 de dicho ordenamiento general dispone que 
corresponde a las autoridades educativas, federal y 
locales, de manera concurrente, entre otras atribuciones, la 
de prestar servicios educativos distintos a los previstos en 
las fracciones I y IV del artículo 13 de tal ordenamiento, 
esto es, los relativos a los de educación inicial, básica, 
indígena, especial, normal y demás para la formación de 
maestros, así como los de actualización, capacitación y 
superación profesional para los maestros de educación 
básica. Por tanto, el artículo 4o. de la Ley de Educación del 
Distrito Federal, al señalar como obligatoria la impartición 
de la educación preescolar, primaria, secundaria y media 
superior, lejos de transgredir aquella legislación, se apega 
a la distribución de la función social educativa que 
establece.”.

Lo anterior, sin perjuicio de que la autoridad 

responsable implemente los mecanismos idóneos que  

proporcionen a la menor los conocimientos y habilidades 

que le permitan continuar con el siguiente grado de 

primaria. 

Finalmente, considerando que quien promueve el 

amparo es una menor quejosa y en aras de construir un 

dialogo entre tribunales y partes (quejosa y autoridades) 
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con motivo de la presente sentencia de amparo, la 

autoridad responsable deberá cumplir los efectos de esta 

resolución, tanto en un lenguaje jurídico, como en una 

versión complementaria, donde comunique a  **  **  **  *** 

**  *******  **  *******  *****  ***  ********  ***  *****  ** 

*******  ****  ***  ****  ********  **********  **  ******* 

***** ** ********* ******** ** ***** *******

Por lo expuesto y fundado, y con apoyo en los 

artículos 1º, 73, 74, 75, y 76 de la Ley de Amparo, se 

RESUELVE: 

PRIMERO. Se sobresee en el juicio de amparo 

respecto de las autoridades y actos expresados en los 

considerandos tercero y quinto de esta sentencia.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege 

a  **  **  **  ** , en contra de los actos reclamados y 

autoridad precisados en el último considerando, para los 

siguientes efectos:

La Secretaría de Educación Pública de Gobierno del 

Estado de San Luis Potosí, continúe implementando las 

acciones necesarias para permitirle el acceso al ciclo 

escolar vigente; entre estas: 

a) proporcionarle en resguardo, a través de su madre, 

o algún otro familiar, aparato de televisión con que cuenten 

en la institución educativa en que será registrada, para que 

pueda tener acceso a las clases que se imparten mediante 

señal abierta en televisión nacional.

b) emplear la estructura escolar como centro de 

recursos comunitario; esto, en cuanto al uso indispensable 

de diversas herramientas para el desarrollo de sus 

actividades; incluso, en última instancia, la facilitación del 

aparato de televisión podrá ser en el centro escolar, pero 
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tomando todas las medidas necesarias para que la menor 

y quienes deban asistirle, puedan acudir sin riesgo de 

contagio. 

c) Establecer un canal entre la menor y la institución 

educativa para que puedan evaluarse sus actividades; 

asimismo, deberá existir flexibilidad en lo relativo a las 

evaluaciones que hasta el momento se han efectuado, de 

manera que no afecten su desempeño ni avance de 

aprendizaje para acceder al siguiente grado escolar y en 

todo caso, reforzando que pueda actualizarse y estar al 

corriente de tales contenidos. 

En la inteligencia que para el cumplimiento de ambas 

medidas, deberán observarse todas las precauciones 

necesarias para prevenir contagios entre la menor, su 

familia y desde luego, el personal del sector educativo.

Lo anterior, sin perjuicio de que la autoridad 

responsable implemente los mecanismos idóneos que  

proporcionen a la menor los conocimientos y habilidades 

que le permitan continuar con el siguiente grado de 

primaria. 

Finalmente, considerando que quien promueve el 

amparo es una menor quejosa y en aras de construir un 

dialogo entre tribunales y partes (quejosa y autoridades) 

con motivo de la presente sentencia de amparo, la 

autoridad responsable deberá cumplir los efectos de esta 

resolución, tanto en un lenguaje jurídico, como en una 

versión complementaria, donde comunique a  **  **  **  *** 

**  *******  **  *******  *****  ***  ********  ***  *****  ** 

*******  ****  ***  ****  ********  **********  **  ******* 

***** ** ********* ******** ** ***** *******

Notifíquese. 
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Lo resolvió y firma Laura Coria Martínez, Juez 

Octavo de Distrito en el Estado, quien actúa con Diego 

Galeana Jiménez, secretario que autoriza. Doy fe.
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San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciocho de 

febrero de dos mil veintiuno. 

En respeto y protección del derecho de la menor a 

ser informada, con apoyo en lo establecido en los artículos 

1°, 4° y 17 de la Carta Magna, así como en los numerales 

1, 2, 6, 13, fracción XVIII, 43, 44, 67, fracción III, 82 y 83, 

fracción III, de la Ley General de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes; y el “Manual sobre las Directrices 

sobre la justicia en asuntos concernientes a los niños, 

víctimas y testigos de delito, para uso de profesionales y 

encargados en la formulación de políticas públicas”, 

elaborado por el Fondo de las Naciones Unidas para la 

Infancia (UNICEF), Oficina Internacional de los derechos 

del niño, y la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito (UNODC), que establece que la 

determinación que adopte debe de comunicarse al menor 

de manera personal y de tal forma que pueda entenderla, 

se procede a exponer la sentencia dictada  bajo el 

denominado formato de lectura fácil y en forma 

complementaria de la tradicional

SENTENCIA COMPLEMENTARIA EN FORMATO 

DE LECTURA FÁCIL: 

1.Hola, ******* ******: Mi nombre es Laura Coria 

Martínez. Soy la Jueza Octavo de Distrito en San 

Luis Potosí, así se llama mi trabajo y te escribo por 

unos papeles que llegaron a unas oficinas que se 

llaman juzgados de Distrito;  en esos papeles nos 

explicaste que no podías estudiar, nosotros 

creemos que tienes razón en que tú debes seguir 

estudiando, así que platicaré algunas cosas para 
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que entiendas y luego puedas opinar si estás de 

acuerdo o no. 

2. Es mi trabajo y el de todas las autoridades de 

nuestro país, protegerte como niña y menor de 

edad, ya que tienes siete años y lo dejarás de ser 

hasta que cumplas dieciocho. Para llamarte a ti en 

este documento, lo haré por las iniciales de tu 

nombre, que son  **  **  **  *., de esa manera 

cuidamos tu persona, así nos lo ordenan unos 

documentos con los que trabajamos. Uno de ellos 

se llama Reglas de Beijing. 

3. Quiero platicarte que después de responder a tus 

papeles y empezar a hacer nuestro trabajo, otras 

personas que trabajan para el gobierno nos 

mandaron algunos documentos, en ellos, pudimos 

saber más de lo que nos hablaste al principio, 

cuando decías que no te habían dejado 

reinscribirte al segundo año de primaria en tu 

escuela.

4. Con los documentos de los que te platico, pudimos 

enterarnos de que ya estás reinscrita, que te 

dieron cuadernos donde vienen las tareas que 

tienes que hacer para aprender mucho y que 

luego puedas llegar a tercer año de primaria.

5. También supimos que en la escuela donde 

estudias, te prestaron una televisión y 

computadora, para que puedas aprender igual que 

todos tus compañeros, ahora que por esta 

enfermedad llamada Covid-19, todo es por 

computadora y televisión y bueno, para que tu 

puedas trabajar así, se te prestan esos aparatos.

6. Nos dijeron que eso se hace con los cuidados 

necesarios para que ni tú ni tus papás o los que 

trabajan en la escuela y te ayudan, se vayan a 
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enfermar de “COVID-19” que platicamos, esto, por 

cuidarte a ti y a todos, porque esa enfermedad es 

algo peligrosa. 

7. Yesenia Michel, quiero contarte que hoy junto con 

Diego Galeana, que es alguien que trabaja 

conmigo y juntos hacemos algo que se llama 

sentencia, que es como nuestra tarea del trabajo, 

le diremos a quienes se encargan de tu educación 

que todo lo que te platico debe seguir siendo así, 

hasta que termines segundo año de primaria, por 

eso, ellos deben seguir haciendo todo para que tú 

puedas estudiar y aprender con una tele, 

computadora e internet.

8. Todo eso se hizo, porque nosotros y todos los 

encargados de tu educación, debemos cuidar que 

tus derechos se cumplan; por eso, como te dije la 

primera vez que te escribí, creemos que si algo 

debe detenerse, son los contagios de la 

enfermedad llamada COVID-19, pero no tu 

derecho a la educación. 

9. Para poder darte la razón y decir que tienen que 

hacer todo para que tu sigas estudiando segundo 

año de primaria, nos ayudan unos documentos 

que se llaman Ley de Amparo, Constitución 

General y Tratados Internacionales, que nos 

sirven para cuidar tus derechos, como el de 

estudiar.
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